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del 1,5 por 100. También estiman vulnerado aquel dere­
cho a la igualdad en la medida en que la Sentencia
ahora recurrida, discrimina a los distintos recurrentes,
reconociendo a unos y negando a otros el carácter fun­
cionarial. con la consecuencia de que los atrasos de unos
se cuantifican aplicando el tipo del 7 por 100 Y los de
otros el del 1,5 por 100.

En último término, los ahora recurrentes alegan tam­
bién vulneración del arto 24.1 C.E., al haberse apartado
la Sentencia impugnada del precedente sentado por la
ya citada Sentencia de 1 de diciembre de 1993.

2. En relación con la última alegación, que conduce
nuevamente a la igualdad en la aplicación judicial de
la Ley, ha de recordarse que para que se produzca una
desigualdad en aquella aplicación es necesario que «un
mismo órgano judicial. en supuestos sustancialmente
idénticos, resuelva en sentido distinto sin ofrecer una
adecuada motivación de su cambio de criterio, o sin
que dicha motivación pueda deducirse razonablemente
de los términos de la resolución impugnada (STC
82/1990), pues dicho valor constitucional de la igualdad
en su versión de igualdad en la aplicación de la ley pro­
tege fundamentalmente frente a divergencias arbitrarias
de trato en resoluciones judiciales, evitando el capricho,
el favoritismo o la arbitrariedad del órgano judicial. e
impidiendo que no se trate a los justiciables por igual
y se discrimine entre ellos. Pero ni el principio de igualdad
ni su configuración como derecho subjetivo permiten
asegurar un tratamiento idéntico uniforme o unificado
por los distintos órganos judiciales, ya que el repetido
principio ha de hacerse compatible con el principio de
independencia de los mencionados órganos» (SSTC
200/1990y 183/1991). .-

En definitiva, pues, cada órgano jurisdiccional sólo
puede compararse consigo mismo: la identidad del órga­
no jurisdiccional es presupuesto para realizar la com­
paración que toda discriminación en la aplicación judicial
de la Ley lleva consigo (STC 168/1989). y aún será
de señalar que una reiterada doctrina constitucional vie­
ne poniendo de relieve que las Secciones de un mismo
Tribunal son órganos jurisdiccionales con entidad dife­
renciada suficiente para desvirtuar una supuesta desi­
gualdad en la aplicación judicial de la Ley (SSTC
134/1991, 245/1994 y 285/1994).

En el caso que ahora se examina, la diferencia en
la aplicación judicial de la Ley viene a resultar de Sen­
tencias dictadas por Secciones diferentes del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, lo que excluye la rele­
vancia constitucional del trato diferenciado. Siendo de
añadir que la Sentencia de la Sección Sexta, aquí impug­
nada, conociendo la dictada por la Sección Novena, llega
razonadamente a una conclusión distinta, advirtiendo
que. lo discutido en el proceso al que pone fin es pre­
cisamente «si los demandantes ostentan o no la con­
dición de funcionarios públicos» por lo que no resultan
trasladables al caso <<las conclusiones que sobre el par­
ticular puedan deducirse respecto de unas determinadas
personas».

Así pues, la diferente conclusión a que llegó la Sen­
tencia de la Sección Sexta, aquí impugnada, respecto
de la sentada en la de la Sección Novena, no integra
vulneración constitucional alguna, sin que por otra parte
resulte viable la invocación de la cosa juzgada, dada
la ausencia, en lo que ahora importa, del requisito de
la identidad subjetiva.

3. Pero los recurrentes atribuyen también a la Sen­
tencia impugnada otra desigualdad en cuanto que cla­
sifica a los demandantes en el proceso en dos grupos
distintos reconociendo a unos la condición de funcio­
narios públicos y negándosela a otros.

y a este respecto ha de indicarse que, ante todo,
la Sentencia, destacando la inactividad probatoria de los
actores, hace una valoración de la prueba practicada
para mejor proveer que le lleva a concluir que mientras
que algunos de los demandantes accedieron a su trabajo
mediante pruebas selectivas, otros -los aquí recurren­
tes- ingresaron por «designación directa», lo que en
aplicación de la legislación funcionarial conduce a la Sala
a reconocer a aquéllos la condición de funcionarios públi­
cos que se niega a éstos.

Ciertamente, con ello, la Sentencia aquí impugnada
llega a resultados diferentes respecto de los distintos
demandantes, pero esa solución, obtenida sobre la base
de hechos también diferentes -distintas formas de acce­
so a la relación de servicios-, no implica discriminación,
sino aplicación del sentido que atribuye a la legislación'
funcionarial. sin que este Tribunal pueda revisar ni la
valoración de la prueba hecha por la Sala a qua ni la
corrección de la aplicación de la legalidad ordinaria, pues
el recurso de amparo, que no es una nueva instancia
o una casación, sólo cubre el campo propio de los dere­
chos fundamentales dentro de los cuales no aparece
garantizado el acierto en la interpretación de aquella
legalidad (SSTC 119/1987, 50/1988, 24/1990,
55/1993,148/1994,202/1994).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Francisco Sierra Gil de la Cuesta y don Froilán Pinedo
Martínez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once de junio de mil novecientos
noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gime­
no Sendra.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de
Parga y Cabrera.-Javier Delgado Barrio.-Firmado y
rubricado. .

15864 Sala Primera. Sentencia 105/1996, de 11
de junio de 1996. Recurso de amparo
3.402/1994. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Barcelona que declaró desierto
recurso de apelación civil interpuesto por la
recurrente contra Auto del Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 3 de Terrassa en autos
de separación matrimonial. Vulneración' del
derecho a la tutela judicial efectiva: derecho
a la asistencia letrada.

La Sala Pri,mera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Enrique Ruiz Vadillo, don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera y don Javier Delgado
Barrio, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 3.402/94, interpuesto por
doña Rosa Urbano Sierra, representada por el Procurador
don José María García Gutiérrez y bajo la dirección del
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Letrado don Pedro Cristóbal Jiménez contra el Auto. de
16 de marzo de 1994. de la Sección Duodécima de
la Audiencia Provincial de Barcelona. que declara desier­
to el recurso de apelación civil (rollo 194/94) interpues­
to por la recurrente contra Auto del Juzgado de Primera
Instancia núm. 3 de Terrassa en los autos de separación
matrimonial 224/88. Ha intervenido el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sen­
dra. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 24 de
octubre de 1994. doña Rosa Urbano Sierra solicitó la
designación de Abogado y Procurador para interponer
el presente recurso de amparo que. tras el nombramiento
de los profesionales que se dejan mencionados. forma­
lizó mediante demanda que se fundamenta en los
siguientes hechos:

a) En fase de ejecución de Sentencia del juicio de
separación matrimonial 224/88. en el que doña Rosa
Urbano Sierra estuvo asistida de Abogado y Procurador
del turno de oficio por gozar del beneficio de justicia
gratuita. el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de
Terrassa dictó con fecha de 2 de julio de 1993 Auto
desestimando el recurso de reposición que la solicitante
del amparo había formulado contra una providencia de
10 de junio de 1993.

bJ Notificado este Auto el 7 de julio de 1993. la
Procuradora de la recurrente. por escrito del día siguien­
te. interpuso contra el mísmo recurso de apelación soli­
citando que se la emplazase para ante la Audiencia «en
los términos prevenidos por el art. 844. párrafo segundo.
de la LEC.; es decir. mediante consignación en la díli­
gencia de la petición de Abogado y Procurador del turno
de justicia gratuita. por tenerla concedida mi represen­
tada en esta instancia».

c) Admitido el recurso en un sólo efecto. el Juzgado.
por escrito de 27 de diciembre de 1993. remitió el opor­
tuno testimonio de particulares a la Audiencia y emplazó
a las partes por quince días haciendo constar que «por
la parte demandada. apelante se ha solicitado la desig­
nación de Abogado y Procurador que la defienda y repre­
sente en esa superioridad».

d) La Sección Duodécima de la Audiencia Provincial
de Barcelona (rollo 194/94-R). por Auto de 16 de marzo
de 1994 declaró desierto el recurso de apelación y firme
la resolución apelada. por falta de personación de la
apelante. sin haber antes procedido a la designación
de Abogado y Procurador que asistiera a la recurrente
en l~ segunda instancia.

2. La demanda funda ,la queja de amparo en que
la Audiencia. al haber declarado desierto el recurso de
apelación interpuesto por la recurrente. por falta de per­
sonación en la alzada. pese a que solicitó Abogado y
Procurador para que la defendieran en la segunda ins­
tancia. al haber gozado del beneficio de justicia gratuita
en la instancia. vulnera su derecho a la tutela judicial
efectiva y le causa la indefensión proscrita en el art.
24.1 C.E .. por lo que suplica que se otorgue el amparo.
se declare la nulidad del Auto recurrido. reconociendo
expresamente el derecho de la demandante a que se
le designe Abogado y Procurador que la represente y
defienda en el recurso de apelación que en su día
interpuso.

3. Tras la oportuna tramitación. por providencia de
11 de septiembre de 1995 se acordó tener por hechas'
las designaciones colegiales y dar traslado de los escritos
y documentos presentados por la recurrente al Procu-

radar designado para que. bajo la dirección del Letrado
igualmente designado. formulasen la correspondiente
demanda.

4. Por escrito registrado' el 10 de octubre de 1995
se formalizó la demanda de amparo. y por providencia
de 31 de octubre de 1995 se requirió a la Audiencia
Provincial de Barcelona para que remitiese testimonio
ínt€gro del rollo de apelación 194/94-R.

5. Por providencia de 7 de septiembre de 1995
se tuvo por recibido el testimonio solicitado. admitir a
trámite la demanda y. a tenor del art. 51 LOTC requerir
al Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Terrassa para
que remitiese testimonio de los autos 224/88. intere­
sando al propio tiempo que procediera a emplazar a
quienes fueron parte en el procedimiento. con excepción
de la recurrente. para que en el plazo de diez días pudie­
ran comparecer en el presente proceso constitucional.
Recibidas las actuaciones solicitadas. por providencia de
5 de febrero de 1996 se acordó dar vista de todas las
actuaciones. por un plazo común de veinte días. al Minis­
terio Fiscal y a la solicitante del amparo para que pudie­
ran formular las alegaciones que a su derecho conviniera.

6. Por escrito registrado el 1 de 'marzo de 1996.
el Fiscal interesa la concesión del amparo solicitado. Ale­
ga que es doctrina reiterada del Tribunal Constitucional
que el derecho a la tutela judicial efectiva garantizado
por el arto 24.1 de la CE comporta que en todo proceso
deba respetarse el derecho a la defensa contradictoria
de las partes contendientes a quienes debe darse opor­
tunidad de alegar y probar procesalmente sus derechos.
principio éste que se complementa con elde igualdad
de armas procesales. igualdad que además ha de ser
real y efectiva para las partes. La regla de interdicción
de la indefensión requiere del órgano jurisdiccional un
indudable esfuerzo a fin de preservar los derechos de
defensa de las partes correspondiendo a los órganos
judiciales procurar la necesaria contradicción entre las
partes así como que posean idénticas posibilidades de
alegar y probar Y. en definitiva. de ejercer el derecho
de defensa en cada una de las instancias. En lo referente
a la asistencia letrada. la realización efectiva de ese dere­
cho no se satisface sólo con el nombramiento de letrado
de oficio sino que además debe proporcionarse asis­
tencia letrada real y efectiva para no producir una limi­
tación del medio de defensa (STC 175/1994). En par­
ticular y con relación a si la falta de asistencia de letrado
provoca o no indefensión se declaró que la falta de asis­
tencia letrada en los casos en que es preceptiva y no
existe causa justificada para negar el nombramiento de
los profesionales de oficio no sólo constituye indefensión
formal sino también material al causar dicha inasistencia
letrada un evidente perjuicio a las partes (STC
175/1994). '

En el presente caso se ha' infringido el derecho a
la defensa y a la asistencia letrada. La Audiencia. siendo
preceptiva la intervención de Letrado y habiendo soli­
citado la recurrente Abogado y Procurador debido a su
circunstancia económica. no realizó este nombramiento
de acuerdo con el art. 844. párrafo segundo. de la L.E.C.
La actora en el plazo procesal establecido solicita dicho
nombramiento en el momento en que el Juzgado le hace
el emplazamiento. y ¡¡sí consta en el escrito que remite
el Juzgado de instancia a la Audiencia. La Sala. a pesar
de tener conocimiento de esta petición. no realiza acti­
vidad procesal alguna para hacer dicho nombramiento
como establece el citado art. 844 de la LEC.• y esta
omisión impide la comparecencia de la actora en el recur­
so de apelación debidamente representada y defendida
lo que determina que el Tribunal lo declare desierto.
privando a la recurrente de la posibilidad de defenderse
en el mismo y hacer las alegaciones que estimare per-
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tinentes a su derecho con vulneración del derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva.

Por su parte, la demandante presenta escrito regis­
trado el4 de marzo de 1996 en el que da por reproducido
lo expuesto en su escrito de demanda.

7. Por providencia de 10 de junio de 1996 se señaló
para la deliberación y fallo de la presente Sentencia el
siguiente dia 11 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso tiene por objeto determinar
SI la Audiencia, al declarar desierto el recurso de ape­
lación interpuesto por la demandante del amparo, con
arreglo al art. 840 L.E.C., por no haberse personado en
forma ante el órgano ad quem, pese a que había soli­
citado, en el momento de interponer la apelación, la
designación de Abogado y Procurador que le asistieran
en la segunda instancia, ha vulnerado su derecho a la
tutela judicial efectiva, causándole la indefensión pros­
crita en el arto 24.1 C.E.

2. Este Tribunal ha tenido ya ocasión de declarar
que, entre el haz de garantías que integran el derecho
a un proceso justo, se incluye el derecho a la defensa
y a la asistencia letrada que el art. 24.2 C.E. reconoce
no sólo para el proceso penal sino también, con las opor­
tunas especialidades, para el resto de los procesos, y
cuya fínalidad es la de asegurar la efectiva realización
de los principios de contradicción y de igualdad de armas
que imponen a los órganos judiciales el deber positivo
de evitar desequilibrios entre la respectiva posición pro­
cesal de las partes, o limitaciones en la defensa que
puedan inferir a alguna de ellas un resultado de inde­
fensión, prohibido en todo caso en el inciso final del
arto 24.1 C.E. (STC 47/1987).

De ello se sigue que para la efectividad del derecho
. a la defensa y asistencia letrada que se reconoce en

el art. 24.2 C.E., los órganos judiciales deben, en prin­
cipio, acordar la suspensión del curso del procedimiento
hasta tanto no le sea nombrado al litigante que carece
de recursos económicos o que se ve en la imposibilidad
de contar con un Letrado de su elección, un Abogado
del turno de oficio que asuma su defensa técnica en
el proceso (SSTC 28/1981, 245/1988, 135/1991,
132/1992,91/1994,175/1994).

En todo caso, este Tribunal. en consonancia con la
doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos,
sustentada, entre otras, en las Sentencias del T.E.D.H.
de 9 de octubre de 1979 (caso Airey) y de 25 de abril
de 1983 (caso Pakelli), ha señalado que, desde la pers­
pectiva constitucional. la denegación de la asistencia
letrada no conlleva sin más una vulneración del art. 24.2
C.E. Para que esto suceda es necesario que la falta del
Letrado de oficio solicitado, en atención a las circuns­
tancias concurrentes en el caso, haya producido al soli­
citante una real y efectiva situación de indefensión mate­
rial. en el sentido de que la autodefensa se haya revelado
insuficiente y perjudicial para el litigante impidiéndole
articular una defensa adecuada de sus derechos e inte­
reses legítimos en el proceso, es decir, que se haya pro­
ducido un menoscabo real y efectivo de su derecho de
defensa (SSTC 161/1985, 47/1987, 178/1991,
162/1993,175/1994,51/1996).

En este sentido, cuando la ley impone la obligato­
riedad de la asistencia de Abogado y Procurador para
la válida realización de los actos procesales, este requi­
sito de postulación procesal no puede convertirse en
una carga para el justiciable que carece de recursos
económicos, que se erija en obstáculo insalvable para
el acceso a la jurisdicción o, en su caso, al recurso prees­
tablecido, pues no es admisible constitucionalmente

hacer depender de una institución ajena al litigante el
efectivo cumplimiento de los requisitos procesales capa­
ces de determinar, en su caso, la inadmisión de los recur­
sos (SSTC 175/1994, 132/1992, Y las que en ellas
se citan).

3. En el presente caso, la recurrente que había obte­
nido los beneficios de la justicia gratuita en el proceso
declarativo, al interponer el recurso de apelación contra
la Sentencia dictada por en el Juzgado de Terrassa soli­
citó que se le designaran Abogado y Procurador de oficio
que la defendieran en la segunda instancia ante la
Audiencia de Barcelona «en los términos prevenidos por
el art. 844, párrafo segundo, de la L.E.C.»; y el Juzgado
así lo hizo, haciéndolo constar en el escrito que remitió,
junto al testimonio de particulares solicitado por las par­
tes, a la Audiencia.

De este modo, la Audiencia debió haber actuado de
conformidad con el párrafo tercero del art. 844 L.E.C.
y, en cOrlsecuencia, debió haber acordado el nombra­
miento de los profesiorlales de oficio solicitados, y tras
la oportuna desigrlación colegial, sustanciar los trámites
del recurso con el Procurador y Abogado designados
para representar y defender a la recurrente.

Al no hacerlo así, y declarar desierto el recurso y
firme la resolución apelada por no haberse personado
en forma la apelante para mejorar el recurso, se ha vul­
nerado el derecho a la tutela judicial efectiva de la
recurrente, pues se le ha negado el acceso a la segunda
instancia por el incumplimiento de un requisito, cual es
la personación mediante Procurador ante el órgano ad
quem, que sólo a la propia Audiencia es imputable al
no haber procedido a designar a los profesionales del
turno de oficio que la demandante del amparo solicitó
oportunamente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal .Cons­
titucionaL POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Rosa Urbano
Sierra, y, en su virtud:

1.° Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela
judicial efectiva y, en consecuencia, su derecho a que
por la Sección Duodécima de la Audiencia Provincial
de Barcelona se resuelva la solicitud de nombramiento
de Abogado y Procurador del turno de oficio formulada
para intervenir en el rollo de apelación 194/94.

2.° Declarar la nulidad del Auto de 16 de marzo
de 1994 dictado en dicho rollo de apelación y retrotraer
las actuaciones al momento anterior a fin de que la
recurrente pueda ejercitar con plenitud su derecho de
defensa. .

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a once de junio de mil novecientos
noventa y seis.-Álvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gime­
no Sendra.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de
Parga y Cabrera.-Javier Delgado Barrio.-Firmado y
rubricado.


